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PRUEBAS EN EL RECURSO DE INCONFORMIDAD. NO EXISTE LIMITACIÓN EN CUANTO A 
LAS QUE PUEDEN APORTARSE. 
 
El artículo 203, parte final, de la Ley de Amparo establece que la Suprema Corte de Justicia 
de la Nación resolverá el recurso de inconformidad allegándose de los elementos que 
estime convenientes, lo cual evidencia que son admisibles los medios de convicción en el 
recurso de inconformidad previsto en el artículo 201 de la ley de la materia necesarios para 
analizar el cumplimiento correcto de las ejecutorias por las cuales se otorgó la protección 
constitucional o velar porque se respete el principio de cosa juzgada al decidir en definitiva 
si existió repetición del acto reclamado. Por tanto, en el recurso mencionado no existe 
limitación en cuanto a las pruebas que pueden aportarse, puesto que lo relevante 
jurídicamente es contar con los elementos necesarios para dirimir el cumplimiento correcto 
y total de las sentencias de amparo.  
 
TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL SEXTO CIRCUITO. 
  
Recurso de inconformidad previsto en las fracciones I a III del artículo 201 de la Ley de 
Amparo 1/2019. Odis Asversa, S.A. de C.V. 20 de septiembre de 2019. Unanimidad de votos. 
Ponente: Manuel Rojas Fonseca. Secretario: Raúl Andrade Osorio. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 29 de noviembre de 2019 a las 10:40 horas en el Semanario 
Judicial de la Federación. 
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DEMANDA LABORAL. LA PREVENCIÓN DE LA JUNTA PARA QUE EL TRABAJADOR LA 
REGULARICE, SIN SEÑALAR LOS DEFECTOS Y OMISIONES, CONSTITUYE UNA VIOLACIÓN 
QUE AMERITA LA REPOSICIÓN DEL PROCEDIMIENTO (APLICACIÓN ANALÓGICA DE LA 
JURISPRUDENCIA 2a./J. 134/99). 
Conforme a los artículos 685, párrafo segundo, 873, párrafo segundo y 878, fracción II, de 
la Ley Federal del Trabajo, las Juntas de Conciliación y Arbitraje se encuentran obligadas a 
prevenir al trabajador o a sus beneficiarios para que subsanen las irregularidades que se 
adviertan de su demanda, señalando en el auto correspondiente los defectos y omisiones 
en que hayan incurrido. En ese sentido, la prevención genérica realizada por la Junta para 
que el trabajador regularice las deficiencias sin especificar en qué consisten, es insuficiente 
para tener por colmada la obligación prevista en los citados numerales, pues dicha forma 
de actuar lo deja en estado de indefensión, al desconocer los aspectos que deban ser objeto 
de aclaración, lo cual trasciende al derecho de acceso a la justicia previsto en el artículo 17 
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, ya que impide la correcta 
integración de la litis por una deficiencia atribuible a la autoridad laboral y, como 
consecuencia, se sigue un procedimiento que, eventualmente, resultará infructuoso, ante 
la falta de elementos para resolver en el laudo, lo que constituye una violación análoga en 
términos del artículo 172, fracción XII, de la Ley de Amparo que afecta las defensas de la 
accionante y trasciende al resultado del fallo, y amerita la reposición del procedimiento; de 
ahí que en estos casos deba hacerse extensiva la aplicación de la jurisprudencia 2a./J. 
134/99, emitida por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, de rubro: 
"DEMANDA LABORAL. LA OMISIÓN DE REQUERIR AL TRABAJADOR PARA QUE LA ACLARE O 
CORRIJA CONSTITUYE UNA VIOLACIÓN PROCESAL QUE, AMERITA LA REPOSICIÓN DEL 
PROCEDIMIENTO EN EL SUPUESTO DE QUE AFECTE LAS PRETENSIONES DEL ACTOR Y 
TRASCIENDA AL RESULTADO DEL FALLO."  
 
TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS CIVIL Y DE TRABAJO DEL QUINTO CIRCUITO. 
 
Amparo directo 505/2015. Daniela Fornes González. 15 de marzo de 2016. Unanimidad de 
votos. Ponente: Ricardo Samaniego Ramírez. Secretario: Hugo Elhiu Montenegro Jiménez.  
 
Amparo directo 168/2016. Teodoro Cervando Flores Castelo. 26 de mayo de 2016. 
Unanimidad de votos. Ponente: Federico Rodríguez Celis. Secretaria: Yuriko Oyuki 
Jashimoto Cuesta.  
 



Amparo directo 633/2016. José Alberto Carrillo López. 26 de enero de 2017. Unanimidad 
de votos. Ponente: José Manuel Blanco Quihuis. Secretaria: Xochilt Noemí Lucero Benítez.  
 
Amparo directo 949/2016. José Cruz Castro y otro. 6 de abril de 2018. Unanimidad de votos. 
Ponente: José Manuel Blanco Quihuis. Secretario: Germán Gutiérrez León.  
 
Amparo directo 888/2018. 22 de agosto de 2019. Unanimidad de votos. Ponente: Federico 
Rodríguez Celis. Secretaria: Ana Kyndira Ortiz Flores.  
 
Nota: La tesis de jurisprudencia 2a./J. 134/99 citada, aparece publicada en el Semanario 
Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo X, diciembre de 1999, página 
189, registro digital: 192638.  
 
En relación con el alcance de la presente tesis, destaca la diversa jurisprudencial 2a./J. 
75/99, de rubro: "DEMANDA LABORAL. LA JUNTA DE CONCILIACIÓN Y ARBITRAJE DEBE 
MANDAR PREVENIR AL TRABAJADOR PARA QUE LA CORRIJA O ACLARE CUANDO SEA 
IRREGULAR O INCURRA EN OMISIONES.", publicada en el Semanario Judicial de la 
Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo X, julio de 1999, página 188, registro digital: 
193703. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 29 de noviembre de 2019 a las 10:40 horas en el Semanario 
Judicial de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 
02 de diciembre de 2019, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo 
General Plenario 19/2013. 
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DEFRAUDACIÓN FISCAL EQUIPARADA PREVISTA EN EL ARTÍCULO 109, FRACCIÓN V, DEL 
CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN VIGENTE HASTA EL 31 DE DICIEMBRE DE 2011. LA 
ABROGACIÓN DE LA LEY DEL IMPUESTO EMPRESARIAL A TASA ÚNICA A PARTIR DEL 1 DE 
ENERO DE 2014, NO IMPLICA LA SUPRESIÓN DEL TIPO PENAL RELATIVO. 
 
Conforme al precepto citado, será sancionado con las mismas penas del delito de 
defraudación fiscal, a quien omita presentar, por más de doce meses, la declaración de un 
ejercicio que exijan las leyes fiscales, dejando de pagar la contribución correspondiente. 
Ahora bien, al instituirse una omisión como tipo penal, en su configuración subyace la 



existencia de una norma preceptiva que impide al sujeto activo contribuyente actuar en 
determinado sentido; que en el caso de la defraudación fiscal equiparada se traduce en la 
obligación de presentar la declaración de un ejercicio fiscal que exijan las leyes fiscales 
correspondientes, en términos de los artículos 6o. y 31 del Código Fiscal de la Federación y 
de pagar una de las contribuciones que, conforme a la clasificación del artículo 2o. del 
mismo código tributario, comprende a los impuestos, aportaciones de seguridad social, 
contribuciones de mejoras y derechos. Entonces, si bien dentro de los elementos que 
integran el tipo penal se encuentran los normativos de valoración jurídica, como son "la 
declaración de un ejercicio que exijan las leyes fiscales y la existencia de la contribución 
correspondiente" y se dotan de contenido a través de las normas fiscales aplicables, dichos 
elementos no se modifican por virtud de la abrogación de la Ley del Impuesto Empresarial 
a Tasa Única, pues el artículo décimo segundo transitorio del decreto por el que se abrogó, 
los sigue dotando de contenido, ya que establece expresamente que las obligaciones y los 
derechos que hubieran nacido durante su vigencia deberán cumplirse conforme a los 
montos, las formas y los plazos establecidos en la ley abrogada y demás disposiciones 
aplicables, entre otras. Por tanto, la abrogación de la Ley del Impuesto Empresarial a Tasa 
Única, a partir del 1 de enero de 2014, en la que se prevé bajo su vigencia quiénes son los 
sujetos obligados al pago del impuesto, así como la obligación de presentar las 
declaraciones y los plazos para hacerlo, no implica la supresión del aludido tipo penal, toda 
vez que dicha abrogación sólo tiene efectos a partir de su vigencia, sin que pueda incidir en 
las conductas a que refiere el tipo penal durante la vigencia de aquella ley fiscal, ya que la 
abrogación de la obligación tributaria no conlleva que la conducta típica realizada durante 
su vigencia, no amerite sanción alguna.  
 
PRIMERA SALA 
  
Contradicción de tesis 301/2018. Entre las sustentadas por el Primer Tribunal Colegiado en 
Materia Penal del Cuarto Circuito y el Séptimo Tribunal Colegiado en Materia Penal del 
Primer Circuito. 11 de septiembre de 2019. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros 
Norma Lucía Piña Hernández, Luis María Aguilar Morales, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y 
Juan Luis González Alcántara Carrancá. Ausente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: 
Norma Lucía Piña Hernández. Secretario: Adrián González Utusástegui.  
 
Tesis y/o criterios contendientes:  
 
El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Penal del Cuarto Circuito, al 
resolver el amparo en revisión 198/2017, en el que determinó que el artículo 109, fracción 
V, del Código Fiscal de la Federación vigente en 2008, en la época de los hechos imputados, 
establecía un tipo especial, y que si bien la Ley del Impuesto Empresarial a Tasa Única había 
sido abrogada por decreto publicado en 2013, en vigor a partir de 2014, no permitía que 
operara a favor del quejoso la aplicación retroactiva de la ley, en tanto que tal abrogación 
no tenía efectos hacia el pasado porque no implicó una modificación al tipo penal previsto 
en el citado precepto, pues la abrogación de esa ley tributaria sólo evidenciaba la intención 
del legislador, en lo sucesivo, de no continuar con la imposición de dicha contribución, pero 



no de dejar de sancionar penalmente las conductas producidas durante la vigencia de esa 
norma, por lo que debía atenderse al principio de legalidad, conforme al cual todo delito 
debe ser juzgado y sancionado de acuerdo con las previsiones contenidas en la ley que rija 
en la fecha en que se cometió el acto criminal; y,  
 
El emitido por el Séptimo Tribunal Colegiado en Materia Penal del Primer Circuito, al 
resolver el amparo en revisión 119/2015, del que derivó la tesis aislada I.7o.P.38 P (10a.), 
de título y subtítulo: "DELITO DE DEFRAUDACIÓN FISCAL EQUIPARABLE, PREVISTO EN EL 
ARTÍCULO 109, FRACCIÓN V, DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN. AL ABROGARSE LA 
LEY DEL IMPUESTO EMPRESARIAL A TASA ÚNICA A PARTIR DEL 1o. DE ENERO DE 2014, LA 
OMISIÓN DE PRESENTAR POR MÁS DE DOCE MESES LA DECLARACIÓN DEL IMPUESTO 
RELATIVO, A PARTIR DE DICHA FECHA, DEJÓ DE TENER CARÁCTER DELICTIVO.", publicada 
en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 14 de octubre de 2016 a las 10:24 
horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 35, Tomo 
IV, octubre de 2016, página 2860, con número de registro digital: 2012843.  
 
Tesis de jurisprudencia 77/2019 (10a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, 
en sesión privada de dos de octubre de dos mil diecinueve. 
 
 Esta tesis se publicó el viernes 29 de noviembre de 2019 a las 10:40 horas en el Semanario 
Judicial de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 
02 de diciembre de 2019, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo 
General Plenario 19/2013. 
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DEFRAUDACIÓN FISCAL EQUIPARADA PREVISTA EN EL ARTÍCULO 109, FRACCIÓN V, DEL 
CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN VIGENTE HASTA EL 31 DE DICIEMBRE DE 2011. LA 
ABROGACIÓN DE LA LEY DEL IMPUESTO EMPRESARIAL A TASA ÚNICA A PARTIR DEL 1 DE 
ENERO DE 2014, NO ACTUALIZA EL SUPUESTO DE LA APLICACIÓN DEL PRINCIPIO DE 
RETROACTIVIDAD DE LA LEY EN BENEFICIO DEL GOBERNADO POR SUPRESIÓN DEL TIPO 
PENAL. 
 
Esta Suprema Corte de Justicia de la Nación ha sostenido que del artículo 14, párrafo 
primero, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, deriva el principio de 



retroactividad de la ley en beneficio del gobernado, el cual también está reconocido en los 
artículos 9 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, así como 56 y 117 del 
Código Penal Federal. Ahora bien, uno de los supuestos en que se actualiza la aplicación de 
dicho principio es cuando el legislador ha dejado de considerar típica alguna conducta 
sancionada por una ley anterior, o bien, ha renunciado al ius puniendi estatal, lo que da 
lugar a eximir de toda pena a su autor. A partir de lo anterior, la abrogación de la Ley del 
Impuesto Empresarial a Tasa Única, a partir del 1 de enero de 2014, no implica que se haya 
actualizado el supuesto de supresión del tipo penal de defraudación fiscal equiparada 
previsto en el artículo 109, fracción V, del Código Fiscal de la Federación vigente hasta el 31 
de diciembre de 2011, ni que el legislador haya renunciado a sancionar la defraudación 
fiscal equiparada, ya que el artículo décimo segundo transitorio del decreto por el que se 
abroga la ley referida, publicado en el Diario Oficial de la Federación el 11 de diciembre de 
2013, prevé expresamente que las obligaciones y los derechos que hubieran nacido durante 
su vigencia deberán cumplirse conforme a los montos, las formas y los plazos establecidos 
en la ley abrogada y demás disposiciones aplicables, lo que se traduce en que las 
obligaciones de los contribuyentes en relación con el citado impuesto, entre las que se 
encuentran las de presentar declaración y las de pago no cubiertas, continúan siendo 
exigibles por la realización de las situaciones jurídicas o de hecho que hayan dado lugar al 
surgimiento de obligaciones durante la vigencia de la ley abrogada. Así, la inexistencia del 
impuesto no tiene el alcance de establecer que hayan cesado las obligaciones de ese tributo 
nacidas bajo su vigencia, incluidas la presentación de la declaración y su pago en los plazos 
respectivos y que, por tanto, ya no haya delito que perseguir por la omisión de cumplir con 
las obligaciones que nacieron durante la vigencia de la norma, pues subsisten no obstante 
la abrogación de la ley. De ahí que la abrogación de la Ley del Impuesto Empresarial a Tasa 
Única no actualiza la aplicación del principio de retroactividad de la ley en beneficio del 
gobernado por supresión del tipo penal.  
 
PRIMERA SALA 
  
Contradicción de tesis 301/2018. Entre las sustentadas por el Primer Tribunal Colegiado en 
Materia Penal del Cuarto Circuito y el Séptimo Tribunal Colegiado en Materia Penal del 
Primer Circuito. 11 de septiembre de 2019. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros 
Norma Lucía Piña Hernández, Luis María Aguilar Morales, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y 
Juan Luis González Alcántara Carrancá. Ausente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: 
Norma Lucía Piña Hernández. Secretario: Adrián González Utusástegui.  
 
Tesis y/o criterios contendientes:  
 
El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Penal del Cuarto Circuito, al 
resolver el amparo en revisión 198/2017, en el que determinó que el artículo 109, fracción 
V, del Código Fiscal de la Federación vigente en 2008, en la época de los hechos imputados, 
establecía un tipo especial, y que si bien la Ley del Impuesto Empresarial a Tasa Única había 
sido abrogada por decreto publicado en 2013, en vigor a partir de 2014, no permitía que 
operara a favor del quejoso la aplicación retroactiva de la ley, en tanto que tal abrogación 



no tenía efectos hacia el pasado porque no implicó una modificación al tipo penal previsto 
en el citado precepto, pues la abrogación de esa ley tributaria sólo evidenciaba la intención 
del legislador, en lo sucesivo, de no continuar con la imposición de dicha contribución, pero 
no de dejar de sancionar penalmente las conductas producidas durante la vigencia de esa 
norma, por lo que debía atenderse al principio de legalidad, conforme al cual todo delito 
debe ser juzgado y sancionado de acuerdo con las previsiones contenidas en la ley que rija 
en la fecha en que se cometió el acto criminal; y,  
 
El emitido por el Séptimo Tribunal Colegiado en Materia Penal del Primer Circuito, al 
resolver el amparo en revisión 119/2015, del que derivó la tesis aislada I.7o.P.38 P (10a.), 
de título y subtítulo: "DELITO DE DEFRAUDACIÓN FISCAL EQUIPARABLE, PREVISTO EN EL 
ARTÍCULO 109, FRACCIÓN V, DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN. AL ABROGARSE LA 
LEY DEL IMPUESTO EMPRESARIAL A TASA ÚNICA A PARTIR DEL 1o. DE ENERO DE 2014, LA 
OMISIÓN DE PRESENTAR POR MÁS DE DOCE MESES LA DECLARACIÓN DEL IMPUESTO 
RELATIVO, A PARTIR DE DICHA FECHA, DEJÓ DE TENER CARÁCTER DELICTIVO.", publicada 
en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 14 de octubre de 2016 a las 10:24 
horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 35, Tomo 
IV, octubre de 2016, página 2860, con número de registro digital: 2012843.  
 
Tesis de jurisprudencia 78/2019 (10a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, 
en sesión privada de dos de octubre de dos mil diecinueve. 
 
 Esta tesis se publicó el viernes 29 de noviembre de 2019 a las 10:40 horas en el Semanario 
Judicial de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 
02 de diciembre de 2019, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo 
General Plenario 19/2013. 
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CERTIFICADO EXPEDIDO POR UN MÉDICO PARTICULAR EN EL JUICIO LABORAL. AL NO 
PROVENIR DE UNA INSTITUCIÓN PÚBLICA DE SEGURIDAD SOCIAL, REQUIERE DE 
RATIFICACIÓN. 
 
De la interpretación teleológica del artículo 785, párrafo segundo, de la Ley Federal del 
Trabajo, se deduce que el legislador tuvo la intención de prever en el proceso laboral, la 



ratificación de los certificados cuando son expedidos por un médico particular, dado que 
estableció como única excepción, que los certificados médicos expedidos por instituciones 
públicas de seguridad social no requieren ser ratificados. Esto es congruente con el derecho 
a una impartición de justicia pronta previsto en el artículo 17 de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos, porque la ratificación del documento permitirá a la Junta 
verificar la certeza del impedimento médico que se expone en el proceso, en su caso, 
postergar el desahogo de actuaciones únicamente en casos justificados.  
 
TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS CIVIL Y DE TRABAJO DEL VIGÉSIMO PRIMER 
CIRCUITO. 
  
Amparo directo 362/2019. 11 de septiembre de 2019. Unanimidad de votos. Ponente: 
Gabriela Elena Ortiz González. Secretario: Emmanuel Ávila Carrasco.  
 
Amparo directo 327/2019. 25 de septiembre de 2019. Unanimidad de votos. Ponente: 
Jerónimo José Martínez Martínez. Secretario: Marcial Alemán Mundo. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 29 de noviembre de 2019 a las 10:40 horas en el Semanario 
Judicial de la Federación. 
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COMISIÓN NACIONAL BANCARIA Y DE VALORES. LOS ARTÍCULOS 5 DE SU LEY Y 355, 
FRACCIÓN I, DE LA LEY DEL MERCADO DE VALORES NO LE OTORGAN FACULTADES PARA 
REQUERIR INFORMACIÓN SOBRE COMUNICACIONES PRIVADAS. 
 
La Comisión Nacional Bancaria y de Valores puede requerir de las entidades sujetas a su 
supervisión "toda clase de información y documentación" relacionada con la inspección, 
vigilancia, prevención y corrección que tiene encomendadas, la cual tiene como propósito 
la observancia estricta de las disposiciones de la ley aplicable, respecto de las operaciones 
que celebren las personas físicas y jurídicas sujetas a inspección, sin que este tipo de 
información pueda versar sobre comunicaciones estricta y exclusivamente dentro del 
ámbito privado o personal de los promotores o empleados de las instituciones de que se 
trate, porque esas comunicaciones no corresponden a las funciones que desempeña la 
Comisión. Por el contrario, la Comisión sí puede requerir y obtener las comunicaciones 



grabadas, aun y cuando en éstas se contengan el nombre del cliente, su domicilio, clave de 
Registro Federal de Contribuyentes, montos y tipo de operación y, cualquier otro dato 
considerado personal o protegido (como los secretos bancario y fiduciario) porque tal 
solicitud se realiza precisamente en ejercicio de las facultades de inspección, vigilancia, 
prevención y corrección de las autoridades financieras.  
 
SEGUNDA SALA 
  
Amparo directo en revisión 7430/2018. Bank of America México, S.A., Institución de Banca 
Múltiple. 2 de octubre de 2019. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez 
Dayán, Eduardo Medina Mora I., Yasmín Esquivel Mossa y Javier Laynez Potisek; Eduardo 
Medina Mora I. votó contra consideraciones y formulará voto concurrente. Ausente: José 
Fernando Franco González Salas. Ponente: Yasmín Esquivel Mossa. Secretaria: Yaremy 
Patricia Penagos Ruiz. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 29 de noviembre de 2019 a las 10:40 horas en el Semanario 
Judicial de la Federación. 
 


